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Doctor


JUAN FERNANDO ARANGO BETANCOURT

JUEZ TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO – VALLE
DEL CAUCA. 

E.          S.         D.

Radicado                 76147333300320210007800


Demandante:         JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI   C.C 6361864

Demandado:               ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -
COLPENSIONES

Proceso:                                  ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL
DERECHO

Asunto.                  CONTESTACION A LA DEMANDA

 

 

DIANA MARIA BEDON CHICA, abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada
con la cedula de ciudadanía No 38.551.759 de Cali – Valle ,    con Tarjeta
Profesional    No 129434 del C.S.J, en calidad de apoderada sustituta de la
Administradora Colombiana de Pensiones- COLPENSIONES- conforme al Memorial
de Sustitución otorgado por    el    Dr. LUIS EDUARDO ARELLANO
JARAMILLO  identificado con la cedula de ciudadanía No 16736240, con Tarjeta
Profesional No 56392 del C.S.J,  facultado para actuar en nombre y
representación  de la  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -
COLPENSIONES, mediante poder otorgado por Escritura Publica 3372 de la
Notaria 9°de Bogotá, le solicito al Juzgado reconocerme personería para actuar y
estando en término legal  presento contestación a la demanda propuesta por
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el señor  JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI    C.C  6361864,    la cual se
adelanta en su Despacho.

ADJUNTO EN ESTE CORREO ELECTRONICO LO SIGUIENTE:

1. ESCRITO DE CONTESTACION A LA ACCION DE NULIDAD Y
RESTABLECIMIENTO EN REFERENCIA

2. MEMORIAL DE SUSTITUCION DE PODER
3. ESCRITURA PUBLICA 3372 DE LA NOTARIA NOVENA DE BOGOTA

4. EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO DEL DEMANDANTE JORGE OLMEDO MORALES

ECHEVERRI C.C 6361864


MUCHAS GRACIAS


DIANA MARIA BEDON CHICA

ABOGADA    

Correo Electrónico: dianabedon@yahoo.com

Carrera 5ª  N.º 10-63 Oficina 429.  

Edificio Colseguros.  Cali - Centro
Teléfono. 318 3778255


EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI CC-
6361864.rar

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO JORGE
OLMEDO MORALES ECHEVERRI CC-6361864.rar
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Doctor 

JUAN FERNANDO ARANGO BETANCOURT 

JUEZ TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO – VALLE DEL CAUCA.  

E.          S.         D. 

 

 
Radicado           76147333300320210007800 
Demandante:          JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI   C.C 6361864 
Demandado:           ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES 
Proceso:                   ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Asunto.            CONTESTACION A LA DEMANDA 
 

 

DIANA MARIA BEDON CHICA, abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada con la 

cedula de ciudadanía No 38.551.759 de Cali – Valle ,  con Tarjeta Profesional  No 129434 

del C.S.J, en calidad de apoderada sustituta de la Administradora Colombiana de 

Pensiones- COLPENSIONES- conforme al Memorial de Sustitución otorgado por  el  Dr. 

LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO identificado con la cedula de ciudadanía No 

16736240, con Tarjeta Profesional No 56392 del C.S.J, facultado para actuar en nombre y 

representación de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, 

mediante poder otorgado por Escritura Publica, le solicito al Juzgado reconocerme 

personería para actuar y estando en término legal  presento contestación a la demanda 

propuesta por el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI  C.C 6361864,  la cual se 

adelanta en su Despacho. 

 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y 

DOMICILIO.  La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una 

empresa industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada como entidad 

financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, 

autonomía administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto consiste en la 

administración estatal del régimen de prima media con prestación definida incluyendo la 

administración de los beneficios económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 

de 2005 modificatorio del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que 

establezca la ley que los desarrolle. La representación legal la ejerce la Doctora JUAN 

MIGUEL VILLA, quien obra en su calidad de Presidente. El domicilio principal es la ciudad 

de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, número telefónico 2170100. 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE CADA UNO DE LOS HECHOS DE LA 
DEMANDA 
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AL HECHO PRIMERO. Es cierto conforme a la copia de la Cedula de Ciudadanía del 

demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI, la cual se aporta en el acápite de 

pruebas de la demandante. 

AL HECHO SEGUNDO. Lo cierto es que conforme a la Historia Laboral del señor se refleja 

911 semanas cotizadas de las cuales figuran los siguientes empleadores:  

SERCOFUN: 01 de Junio de 1993 al 30 de Junio de 1993 a SERCOFUN. 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC: 12 de Enero al 31 de Enero de 1997 

como tiempo público laborado en el INPEC no cotizado al Instituto de Seguros Sociales  

Del 31 de Enero de 1997 Hasta 06 de Marzo del 2014 en el Instituto Nacional Penitenciario 

y Carcelario INPEC. 

ROYAL EXPRESS: del 01 de Julio del 2016 al 23 de Enero del 2017.  

AL HECHO TERCERO.  No es cierto, toda vez que conforme a la historia laboral que obra en 

el expediente administrativo del señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI acredita un 

total de 16 Años y 11 Meses, equivalente a 874 semanas de cotización laborados en el 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 

AL HECHO CUARTO.  Es cierto en el sentido que el señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRI, laboro en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC con el cargo 

de dragoneante 11, de acuerdo a la certificación expedida por el INPEC. 

AL HECHO QUINTO. Es cierto en el sentido que el señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRI presento a COLPENSIONES solicitud de Prestación Económica de Vejez Especial 

como funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 

AL HECHO SEXTO. Es cierto conforme a la Resolución GNR-161907 del 01 de Junio del 

2015, mediante la cual se niega la Pensión Especial de Vejez al señor JORGE OLMEDO 

MORALES ECHEVERRI como funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 

INPEC, por cuanto no acredita los requisitos legales establecidos en la Ley 32 de 1985. 

AL HECHO SEPTIMO. Es cierto conforme a la Resolución VPB-63931 del 29 de Septiembre 

del 2015. 

AL HECHO OCTAVO. Es cierto, en el sentido que mediante Resolución GNR-293313 del 04 

de Octubre del 2016 COLPENSIONES niega Prestación Económica de Vejez Especial como 

funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, por cuanto no acredita 

los requisitos legales establecidos en la Ley 32 de 1985. 

AL HECHO NOVENO. Es cierto conforme a la Resolución GNR-368570 de fecha 06 de 

Diciembre del 2016. 

AL HECHO DECIMO. Es cierto conforme Resolución VPB -5883 de fecha 13 de Febrero 

2017. 
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AL HECHO ONCE. Es cierto conforme a la Resolución SUB-218457 de fecha 14 de Agosto 

del 2019. 

AL HECHO DOCE. Es cierto conforme a la copia del escrito de presentado el día 26 de 

Agosto del 2019 ante COLPENSIONES y que obra en el acápite de pruebas de la demanda. 

AL HECHO TRECE.  Es cierto conforme a la Resolución DPE-10641 de fecha 01 de Octubre 

del 2019. 

AL HECHO CATORCE.  Es cierto conforme a la copia del Oficio 85169SUTAH-GOSOC de 

fecha 07 de Febrero del 2020 que obra en el acápite de pruebas de la demanda,  mediante 

el cual el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC le informa al demandante 

JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que los periodos relacionados en este hecho se 

encuentran faltantes de pago o perdidas. 

AL HECHO QUINCE. Es cierto conforme a la copia del Oficio 85169SUTAH-GOSOC de fecha 

07 de Febrero del 2020 que obra en el acápite de pruebas de la demanda,  mediante el 

cual el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC le informa al demandante 

JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que los periodos relacionados en este hecho se 

encuentran faltantes de pago o perdidas. 

AL HECHO DIECISEIS. Es cierto en el sentido que en el acápite de pruebas se encuentra 

copia del escrito relacionado en este hecho, aunque sin sello de recibido visible por parte 

del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC 

AL HECHO DIECISIETE. Es cierto conforme a la copia del Oficio 85169SUTAH-GOSOC de 

fecha 07 de Febrero del 2020 que obra en el acápite de pruebas de la demanda. 

AL HECHO DIECIOCHO. No es cierto por cuanto en el acápite de pruebas de la demanda  

no se encuentra adjunto el escrito de derecho de petición con fecha 21 de Mayo del 2020 

que se menciona en este hecho. 

AL HECHO DIECINUEVE. Es cierto toda vez que mediante oficio BZ2020_5059770-1148464 

COLPENSIONES le informa al demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que 

respecto a los periodos desde Marzo, Abril, Junio y Julio de 1997, fueron cancelados de 

manera extemporánea, razón por la cual debe solicitarse el respectivo CALCULO 

ACTUARIAL en COLPENSIONES toda vez que son periodos que no fueron cancelados en su 

momento. 

Es un concepto que no comprende cotizaciones, ni intereses moratorios, la figura 

establecida para estos casos es el traslado de una reserva actuarial que debió mantener el 

empleador por el tiempo en omisión, que debe cubrir lo concerniente al riesgo de vejez 

del trabajador.  

La solicitud y realización de los cálculos actuariales por omisión del empleador privado no 
son producto de una obligación pendiente por pagar que tiene el empleador con la 
Administradora del Régimen de Prima Media con prestación definida, como quiera que no 
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se reportó la novedad de ingreso–vínculo laboral del trabajador a dicho Régimen, en su 
oportunidad, sino que se trata de una información que se le entrega al empleador omiso 
para que tome la decisión, bien sea de pagarle a esta administradora de pensiones el 
cálculo actuarial con el fin de convalidar las semanas con respecto al tiempo laborado a su 
servicio por parte del trabajador, o bien de responsabilizarse por el pago y/o 
reconocimiento de la pensión del mismo, si hay lugar a ello, para darle cumplimiento a las 
obligaciones derivadas de la relación laboral, por lo tanto no procede acuerdo de pago. 

AL HECHO VEINTE. No es cierto en el sentido que mediante oficio 85169SUTAH-GOSOC de 
fecha 07 de Febrero del 2020, que obra en el acápite de pruebas, el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC expresa que el establecimiento penitenciario de mediana 
y alta seguridad de Palmira envió denuncia por perdida de las planillas de aportes a la 
Seguridad Social  los periodos de Marzo, Abril, Junio y Julio del 1997.  

AL HECHO VEINTIUNO. No es cierto, toda vez que mediante oficio emitido por PORVENIR 

S.A N° 0105673008924200 de fecha 12 de Septiembre del 2020 y que obra en el acápite 

de pruebas, se informa al demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que en los 

periodos correspondientes a los meses de Marzo, Abril, Junio y Julio de 1997 no se 

encuentra evidencia del ingreso de los aportes. 

AL HECHO VEINTIDOS. Es cierto conforme a la copia del Derecho de Petición mencionado 

de fecha 01 de Septiembre del 2020, en el acápite de pruebas de la demanda. 

AL HECHO VEINTITRES. Es cierto, toda vez que mediante oficio emitido por PORVENIR S.A 

N° 0105673008924200 de fecha 12 de Septiembre del 2020 y que obra en el acápite de 

pruebas, se informa al demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que en los 

periodos correspondientes a los meses de Marzo, Abril, Junio y Julio de 1997 no se 

encuentra evidencia del ingreso de los aportes. 

AL HECHO VEINTICUATRO. No es un hecho es una apreciación jurídica del apoderado de la 

parte demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI, por lo cual me abstengo de 

calificar.  

Al respecto es necesario aclarar que para ser beneficiario de la Pensión de Vejez especial 

como funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC conforme la Ley 

32 de 1985 debe reunir los requisitos legales establecidos en su Artículo 29, es decir 20 

años de servicio; situación que no ha sido demostrada en las reclamaciones del 

demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI. 

AL HECHO VEINTICINCO. No es cierto, toda vez que conforme a la historia laboral que 

obra en el expediente administrativo del señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI a la 

fecha acredita un total de 16 Años y 11 Meses, equivalente a 874 semanas de cotización 

laborados en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 

AL HECHO VEINTISEIS. No me consta, toda vez que a la Administradora Colombiana de 

Pensiones -COLPENSIONES no le corresponde ninguna responsabilidad por cuanto nunca 

fue empleador del demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI. 

 



 

5 
 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LAS PRETENSIONES: 
 

Con fundamento en lo expuesto en la presente contestación a la demanda, en nombre de 

mi representada, la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, 

me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda por ser improcedentes, 

toda vez que COLPENSIONES como administrador del Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida debe cumplir todas las disposiciones constitucionales y legales; a 

cuyas disposiciones están sometidos también los afiliados, razón por la cual no accedió a 

las pretensiones del demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI  

De acuerdo a la Historia Laboral del señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY que 

obra en su expediente administrativo y al momento de que la entidad resolviera su 

solicitud de prestaciones económica contaba con 911 semanas desde el 01 de Junio de 

1993 hasta 31 de Marzo del 2017 que incluían tiempo cotizado al Instituto de Seguros 

Sociales hoy COLPENSIONES y el tiempo cotizado a entidades públicas; incluyendo desde 

el 12 de Enero de 1994 hasta el 31 de Enero de 1997 cotizado en CAJANAL.  

Sin embargo para la aplicación del de la Ley 32 de 1986 Articulo 96, como lo reclama el 

señor JORGE OLMEDO MORALES es necesario veinte (20) años de servicio, continuos o 

discontinuos al servicio de la Guardia Nacional, por lo cual en el caso concreto el 

demandante solo acredita 16 años y 11 Meses que equivalen a 874 semanas cotizadas en 

el INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC desde el 12 de Enero del 

1994 hasta el 06 de Marzo del 2014, en conclusión no reúne el requisito legal establecido 

en la Ley 32 de 1986. 

El señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY tampoco reúne el requisito legal de 

semanas cotizadas exigidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003, por cuanto solamente acredita conforme a su historia 

laboral un total de 911 semanas cotizadas en toda su vida laboral, toda vez que se 

requiere un total 1.300 semanas cotizadas para acceder al derecho de la prestación 

económica por Vejez.  Igualmente tampoco cumple con el requisito de edad mínima para 

pensionarse de 62 años, por cuanto actualmente el señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRY cuenta con 47 años de edad. 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES DECLARATIVAS 

PRIMERA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo GNR-161907 del 

2015 por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no cumple los requisitos 

legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como tampoco las establecidas 

en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 

y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

SEGUNDA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo VPB-63931de 

fecha 29 de Septiembre del 2015, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRY, no cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 

1986, como tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado 
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por el Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de 

Transición 

TERCERA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo GNR-293313 del 

04 de Octubre del 2016, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

CUARTA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo GNR-368570 del 

06 de Diciembre del 2016, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

QUINTA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo VPB-5883 del 13 

de Febrero del 2017, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

SEXTA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo SUB-218457 del 14 

de Agosto del 2019, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

SEPTIMA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo DPE-10641 del 

01 de Octubre del 2019, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

OCTAVA. Me opongo, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES CONDENATORIAS 

PRIMERA. Me abstengo de presentar pronunciamiento por cuanto es una pretensión 

ajena a responsabilidad por parte de mi representada COLPENSIONES. 

SEGUNDA. Me opongo al reconocimiento y pago de la  Pensión de Vejez Especial  del 

señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI como funcionario del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario INPEC, toda vez que el demandante no cumple con los 

requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como tampoco las 
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establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 9° de la Ley 

797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

TERCERA. Me opongo a la pretensión por concepto de Intereses Moratorios del Artículo 

141 de la Ley 100 de 1993 ni por indexaciones,  ya que estos proceden solo cuando existe 

mora en el pago de las mesadas pensionales ya reconocidas previo cumplimiento de los 

requisitos legales establecidos, situación que no se presenta en este caso.. 

La sentencia SU -065 de 2018 respecto a los intereses moratorios indicó: 

“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto 

y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 

propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses 

por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en 

virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 

independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 de 

1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior.” 

CUARTA. Me opongo a la pretensión por concepto de Indexaciones o Intereses ya que 

estos proceden solo cuando existe mora en el pago de las mesadas pensionales ya 

reconocidas previo cumplimiento de los requisitos de Ley. 

Al liquidar las diferentes  prestaciones económicas, COLPENSIONES indexa los valores 

cotizados de acuerdo al Índice de Precios al Consumidor (IPC) y cada año se incrementa el 

valor de las pensiones en igual sentido. La obligación surgida a la luz del derecho entre el 

ISS como administrador del Régimen de Pensiones de Prima Media con Prestación 

definida y el pensionado es  la indicada en la ley, esto es, la mesada pensional, para cuyo 

cálculo el legislador dispuso, de manera expresa, factores matemáticos precisos. La 

liquidación de la pensión de vejez del demandante se efectuó de conformidad a la 

norma vigente a la época en que se pensiono la demandante  

Las Prestaciones Económicas que otorgo  COLPENSIONES se fundamentan en una 

liquidación que actualiza los ingresos base de cotización de cada ano que va a formar 

parte del Ingreso base de liquidación para luego éste se siga actualizando anualmente con 

base en el Índice de precios al consumidor  IPC a fin de que el dinero no pierda su valor 

adquisitivo acorde con lo dispuesto por el Art.21 de la ley 100/93.  

QUINTA. Me opongo a cualquier pretensión contraria a la normatividad aplicable toda vez 

que COLPENSIONES como Administrador del Régimen de Prima Media con prestación 

definida debe acatar y cumplir la Ley entre las cuales se encuentran las previstas en los 

artículos 189 y 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

SEXTA. Me opongo a la pretensión por concepto de Intereses Moratorios ya que estos 

proceden solo cuando existe mora en el pago de las mesadas pensionales ya reconocidas.  
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No proceden sobre Diferencias Pensionales, que en el presente caso no hay derecho a 

reclamar. 

La sentencia SU -065 de 2018 respecto a los intereses moratorios indicó: 

“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto 

y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 

propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses 

por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en 

virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 

independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 de 

1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior.” 

SEPTIMA. Igualmente me opongo a la pretensión por Costas Procesales toda vez que al 

demandante no le asiste el derecho reclamado Reliquidación de la mesada pensional, 

como tampoco tendría derecho a ningún tipo de intereses o indexaciones, por lo cual se 

deberá declarar probada las excepciones propuestas y condenar en costas a la parte 

demandante. 

HECHOS, FUNDAMENTOS Y RAZONES DE  DERECHO DE LA DEFENSA. 

EL Señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY solicita el reconocimiento y pago de una 

Pensión de Vejez por alto riesgo, nació el día 12 de Julio de 1973 conforme a la copia de su 

Cedula de Ciudadanía y actualmente cuenta con 47 años de edad. Señala en su demanda 

que laboro al servicio del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC 

desde el 12 de Enero de 1994 hasta el 04 de Marzo del 2014. 

Al respecto es necesario tener en cuenta lo siguiente: 

Circular 01 del 2012, expedida por la Vicepresidencia Jurídica y Vicepresidencia de 

Prestaciones y Beneficios de COLPENSIONES: 

1.1.1 Régimen del Cuerpo de vigilancia y custodia penitenciaria y carcelaria nacional 

De conformidad con el Acto Legislativo 01 del 2005, las pensiones de los miembros del 

Cuerpo de Custodia y Vigilancia penitenciaria y carcelaria nacional que hayan ingresado 

con anterioridad a la entrada en vigencia del Decreto 2090 del 2003 (28 de Julio del 2003), 

se reconocerán de acuerdo a los establecido en la Ley  32 de 1986, es decir, que 

necesitaran ostentar 20 años de servicio en dicha institución en los cargos de Oficiales, 

Suboficiales y Guardianes del cuerpo de Custodia y Vigilancia sin requisito de edad alguna. 

El Acto Legislativo 01 del 2005, establece en su Parágrafo Transitorio 5° lo siguiente: 

"Parágrafo transitorio 5o. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 140 de la Ley 

100 de 1993 y el Decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en vigencia de este último 

decreto, a los miembros del cuerpo de custodia y vigilancia Penitenciaria y Carcelaria 

Nacional se les aplicará el régimen de alto riesgo contemplado en el mismo. A quienes 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#140
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2090_2003.html#1
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ingresaron con anterioridad a dicha fecha se aplicará el régimen hasta ese entonces 

vigente para dichas personas por razón de los riesgos de su labor, este es el dispuesto para 

el efecto por la Ley 32 de 1986, para lo cual deben haberse cubierto las cotizaciones 

correspondientes". 

Ley 32 de 1986 Articulo 96. Pensión de Jubilación: Los miembros del Cuerpo de Custodia 

y Vigilancia Penitenciaria Nacional, tendrán derecho a gozar de la pensión de jubilación al 

cumplir veinte (20) años de servicio, continuos o discontinuos al servicio de la Guardia 

Nacional, sin tener en cuenta su edad.  

Circular 15 del 2015 COLPENSIONES señala las reglas para el reconocimiento de la Pensión 

de Vejez espacial por actividad de alto riesgo: 

A. Requisitos para ser beneficiario de la pensión de vejez por exposición al alto riesgo: 

I. ostentar 20 años de servicio en dicha institución en los cargos oficiales, suboficiales y 

guardianes del cuerpo de custodia y vigilancia. 

II. No se requiere que acrediten edad alguna. 

III. La tasa de reemplazo es del 75%. 

B. ingreso base de liquidación. 

Se determinará conforme los criterios jurídicos institucionales de reconocimiento y 

liquidación pensional. 

También señala que. “ en cualquier caso si el afiliado al Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida que pretenda el reconocimiento de la Pensión Especial de Vejez por 

actividad de alto riesgo, tanto por el régimen general previsto en el Decreto 2090 del 

2003, como en cualquiera de los especiales analizados en precedencia, no reúne los 

requisitos para acceder a dicha prestación económica tendrá derecho a que su prestación 

económica sea estudiada con las reglas generales propias del Sistema General de 

Pensiones y el reconocimiento de la Pensión de Vejez que le corresponda conforme a la 

norma de la que llegue a ser beneficiario. 

Analizando el expediente administrativo, se encuentra que el señor JORGE OLMEDO 

MORALES ECHEVERRY laboro en el  INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO 

–INPEC desde el 12 de Enero del 1994 hasta el 06 de Marzo del 2014. 

Es procedente la aplicación del concepto de COLPENSIONES BZ2015_1843232 del 2015 

que establece: 

Para los servidores públicos no afiliados al Instituto de Seguros Sociales, el tratamiento 

dado al cómputo de los días fue definido por el Consejo de Estado en Sentencia de fecha 

10 de Noviembre de 1982, a través de la cual se determinó que en materia pensional el 

año tiene 360 días, por tal razón habrá que tomarse en consideración el Régimen 

pensional aplicable a los servidores públicos para el reconocimiento de la Pensión, por 
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cuanto si se trata de los previsto en el Decreto 758 de 1990 por ser el Régimen Propio del 

Instituto de Seguros Sociales, los días deberán contabilizarse partidos es decir hasta 1994, 

según calendario y a partir de 1995 a razón de 360 días al año, pero si se trata de un 

Régimen Pensional público, para todos los efectos, los días deberán contabilizarse con 

base a 30 días anuales conforme al precedente jurisprudencial del Consejo de Estado. 

De acuerdo a la Historia Laboral del señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY que 

obra en su expediente administrativo y al momento de que la entidad resolviera su 

solicitud de prestaciones económica contaba con 911 semanas desde el 01 de Junio de 

1993 hasta 31 de Marzo del 2017 que incluían tiempo cotizado al Instituto de Seguros 

Sociales hoy COLPENSIONES y el tiempo cotizado a entidades públicas; incluyendo desde 

el 12 de Enero de 1994 hasta el 31 de Enero de 1997 cotizado en CAJANAL.  

Sin embargo para la aplicación del de la Ley 32 de 1986 Articulo 96, como lo reclama el 

señor JORGE OLMEDO MORALES es necesario veinte (20) años de servicio, continuos o 

discontinuos al servicio de la Guardia Nacional, por lo cual en el caso concreto el 

demandante solo acredita 16 años y 11 Meses que equivalen a 874 semanas cotizadas en 

el INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC desde el 12 de Enero del 

1994 hasta el 06 de Marzo del 2014, en conclusión no reúne el requisito legal establecido 

en la Ley 32 de 1986. 

COLPENSIONES expresa mediante concepto  BZ 2016_12621699 de 26 de octubre de 2016 

el literal B del numeral 2 de la circular 15 de 2015 con la fuente normativa del concepto BZ 

2016_12621699 de 26 de octubre de 2016: 

Por su parte, la Sección segunda de la misma corporación sostiene que el régimen especial 

previsto en los artículos 96 de la ley 32,986, resulta aplicable si el servidor acreditan las 

condiciones descritas en el inciso segundo del artículo 36 de la ley 100 de 1993. 

Sobre este particular, debe decirse que la aplicación en materia pensional vigente antes de 

la expedición de la ley 100 de 1993, para los empleados oficiales del orden nacional, de la 

ley 33 de 1985 que, si bien es cierto en su artículo 1 fijó los requisitos de tiempo y edad 

necesarios para el reconocimiento de una pensión de jubilación, también lo es que en su 

inciso segundo excluyó la regla a los empleados oficiales que disfrutaban de un régimen 

especial de pensiones, como son los integrantes del cuerpo de custodia y vigilancia 

penitenciaria y carcelaria nacional. 

De este modo para que a un empleado del cuerpo de custodia y vigilancia penitenciaria 

nacional del Instituto nacional penitenciario y carcelario INPEC, a partir de la entrada en 

vigencia de la ley 100 de 1993, de fuera reconocida una pensión de jubilación con 

aplicación del régimen especial previsto en los artículos 96 de la ley 32 de 1986 y 168 del 

decreto 407 de 1994, debe acreditar unas condiciones descritas en el inciso 2 del artículo 

36 del sistema General de Seguridad Social, las cuales son edad o tiempo de servicios. 

Sin embargo en la discusión ventilada en el seno de la Sección segunda no aborda cuáles 

del parágrafo transitorio 5 del acto legislativo 1 de 2005O del artículo 1 del decreto 1950 
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de 2005, o el horizonte pensional que enfrentaría quienes no cumplen los requisitos de la 

transición, como si lo hizo la sala de consulta y servicio civil; el análisis de la Sección 

segunda se ha concentrado en los efectos de la ley 100 de 1993 sobre los artículos 96 de la 

ley 32 de 1986 y 168 del decreto 407 de 1994, sin desatar cuestiones adicionales que 

resulten de trascendental importancia para resolver el asunto sub examine. 

Ahora, sin gracia de discusión se aceptara que la tesis defendida por la Sección segunda es 

la única para obtener el reconocimiento con la ley 32 de 1986, el horizonte pensional de 

estos afiliados quedaría automáticamente gobernado por la ley General de pensiones, la 

cual estipula que los empleados del cuerpo de custodia y vigilancia del Inpec tienen 

derecho a una pensión especial de vejez por alto riesgo, cuyos requisitos de causasión son, 

paradójicamente, los consignados en la ley 32 de 1986. Entonces, si por ausencia de la 

transición o es posible acceder a la pensión de jubilación prevista en la ley 32 de 1986, el 

afiliado podrá optar por la pensión especial de vejez por actividad de alto riesgo, contenida 

en el decreto 1950 de 2005 y el acto legislativo 1 del 2005, normas que a su vez se remiten 

a las reglas de causasión de la ley 32 de 1986. 

Empero, esta gerencia considera debe declararse estricto cumplimiento al contenido literal 

del parágrafo transitorio 5 del acto legislativo 1 de 2005 y, en esa medida, aplicar el 

artículo 96 de la ley 32 de 1986 para resolver las reclamaciones pensionales presentadas 

por los empleados del Inpec, que se vincularon con anterioridad del 28 de julio de 2003, 

aclarando por supuesto, que dichas prestaciones serán liquidadas tomando en 

consideración las reglas fijadas por la ley 100 de 1993 y sus reglamentos. 

Decreto 2090 del 2003 Artículo 3o. PENSIONES ESPECIALES DE VEJEZ. Los afiliados al 

Régimen de Prima Media con prestación  definida del  Sistema  General  de  Pensiones, 

que se dediquen en forma permanente al ejercicio  de  las  actividades  indicadas en el 

artículo anterior, durante el número de semanas que  corresponda  y  efectúen  la 

cotización  especial  durante  por lo menos 700 semanas, sean estas  continuas  o  

discontinuas, tendrán derecho a la pensión especial de vejez, cuando reúnan los requisitos 

establecidos en el artículo siguiente.  

ARTÍCULO 4o. CONDICIONES Y REQUISITOS PARA TENER DERECHO A LA PENSIÓN 

ESPECIAL DE VEJEZ. La pensión especial de vejez se sujetará a los siguientes requisitos: 

1. Haber cumplido 55 años de edad. 

2. Haber cotizado el número mínimo de semanas establecido para el Sistema General de 

Seguridad  Social  en  Pensiones, al que se refiere el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

modificado por el artículo 9o de la Ley 797 de 2003. 

La edad para el reconocimiento  especial  de  vejez se disminuirá  en  un (1) año por cada 

(60) semanas  de  cotización especial, adicionales a las mínimas requeridas en el Sistema 

General de Pensiones, sin que dicha edad pueda ser inferior a cincuenta (50) años.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#9
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ARTÍCULO 5o. MONTO DE LA COTIZACIÓN ESPECIAL. El monto de la cotización especial 

para las actividades  de  alto  riesgo  es el  previsto  en la Ley 100 de 1993,  más diez (10) 

puntos adicionales a cargo del empleador. 

De acuerdo a lo anterior debe estudiarse la prestación  económica  teniendo  en  cuenta  

la norma vigente en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida, es decir el 

Decreto 2090 del 2003, para lo cual debe analizarse lo que establece el Artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993. 

ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión de vejez, 

continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los 

hombres, hasta el año 2014*, fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, es 

decir, será de 57 años para las  mujeres y 62 para los hombres.  

La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas 

cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en 

vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o 

cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o mas años de servicios 

cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las 

demás condiciones y requisitos Aplicables a estas personas para acceder a la pensión de 

vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley.  

De acuerdo a lo anterior al  01 de abril de 1994, fecha de entrada en vigencia de la ley 100 

de 1993, el demandante  JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY no contaba  con 40 años 

de edad ni tampoco contaba con 15 años de servicio cotizado, motivo por el cual nunca 

fue beneficiario del régimen de transición, y en consecuencia, su prestación  económica, 

debe ser resuelta a la luz  del  Artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado  por  la  Ley  

797 de 2003. 

Artículo 9o. El artículo 33 de la Ley 100 de 1993 quedará así: Artículo  33.  Requisitos  para  

obtener  la  Pensión  de  Vejez.  Para  tener  el  derecho  a  la Pensión de Vejez, el afiliado 

deberá reunir las siguientes condiciones:  

 1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años si 

es hombre.  

A partir del 1o. de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) 

años de edad para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre.  

 2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo.  

 A partir del 1o. de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 y a 

partir  del  1o.de  enero  de  2006  se  incrementará  en  25  cada  año  hasta  llegar  a  

1.300 semanas en el año 2015. 

PARÁGRAFO 1o. Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente 

artículo, se tendrá en cuenta:  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
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 a)  El  número  de  semanas  cotizadas  en  cualquiera  de  los  dos  regímenes  del  sistema 

general de pensiones; b) El tiempo de servicio como servidores públicos remunerados, 

incluyendo los tiempos servidos en regímenes exceptuados;  

 c) El tiempo de servicio como trabajadores vinculados con empleadores que antes de la 

vigencia de la Ley 100 de 1993 tenían a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión, 

siempre  y  cuando  la  vinculación  laboral  se  encontrara  vigente  o  se  haya iniciado con 

posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993.  

 d) El tiempo de servicios como trabajadores vinculados con aquellos empleadores que por 

omisión no hubieren afiliado al trabajador.  

 e) El número de semanas cotizadas a cajas previsionales del sector privado que antes de 

la Ley 100 de 1993 tuviesen a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión.  

En los casos previstos en los literales b), c), d) y e), el cómputo será procedente siempre y  

cuando  el  empleador  o  la  caja,  según  el  caso,  trasladen,  con  base  en  el  cálculo 

actuarial, la suma correspondiente del trabajador que se afilie, a satisfacción de la entidad 

administradora, el cual estará representado por un bono o título pensional.  

Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no superior a cuatro (4) 

meses  después  de  radicada  la  solicitud  por  el  peticionario,  con  la  correspondiente 

documentación que acredite su derecho. Los Fondos no podrán aducir que las diferentes 

cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte.  

Teniendo en cuenta la norma transcrita se puede concluir que el señor JORGE OLMEDO 

MORALES ECHEVERRY no reúne el requisito legal de semanas cotizadas exigidas en el 

Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 9° de la Ley 797 del 2003, por 

cuanto solamente acredita conforme a su historia laboral un total de 911 semanas 

cotizadas en toda su vida laboral, toda vez que se requiere un total 1.300 semanas 

cotizadas para acceder al derecho de la prestación económica por Vejez. 

Igualmente tampoco cumple con el requisito de edad mínima para pensionarse de 62 

años, por cuanto actualmente el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY cuenta con 

47 años de edad. 

Respecto a los periodos demandados por el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY 

a fin de que se corrija su historia laboral debe tenerse en cuenta que los periodos de 

Marzo Abril Junio y Julio de 1997 fueron cancelados extemporáneamente por el 

INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC de acuerdo a las planilla de 

pago de seguridad social aportadas en la demanda en las cuales se evidencias que fueron 

cancelas en el mes de Marzo del año 2020, por lo cual debe tenerse en cuenta que no se 

pueden contabilizar en la historia laboral por cuanto el empleador debe aportar copia de 

la liquidación de la reserva actuarial o calculo actuarial con pago expedida por 

COLPENSIONES, en caso contrario deberá INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y 
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CARCELARIO –INPEC solicitar la devolución de los aportes y solicitar calculo actuarial de los 

periodos mencionados.  

EN CUANTO A LOS INTERES MORATORIOS DEL ARTICULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993. 

El artículo 141 de la ley 100 de 1993 dispone:   

“ARTICULO 141. Intereses de mora. A partir de 1º.  De enero de 1994, en caso de mora en 

el pago de las mesadas Pensiónales de que trata la Ley, la entidad correspondiente 

reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe 

de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el 

pago.”   

La Corte Constitucional a través de la sentencia C-601 de 24 de mayo de 2000, declaró la 

exequibilidad del artículo 141 de la ley 100 de 1993 de la siguiente forma:  

“Así las cosas, para la Corte es evidente que, desde el punto de vista constitucional, las 

entidades de seguridad social están obligadas a indemnizar a los pensionados por la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales atrasadas que se les adeudan, pues el 

artículo 53 de la Carta es imperativo y contundente al disponer que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones.  En este sentido, el 

artículo 141 de la ley 100 de 1993, desarrolló cabalmente este mandato superior, pues, la 

obligación de pagar oportunamente las pensiones y de asumir, en caso de no hacerlo, un 

interés de mora que consulte la real situación de la economía, es una consecuencia del 

artículo superior referido, en la parte concerniente a pensiones legales en conexidad con 

el artículo 25 ibídem, que contempla una especial protección para el trabajo.” 

De la lectura del artículo anterior, se puede establecer que para que procede el pago por 

concepto de intereses moratorios allí consagrados, es menester que se constituyan 

circunstancias fácticas en las cuales se susciten la cancelación tardía de las mesadas 

pensionales a partir del plazo para hacer efectivo el ingresó a nómina y pago de las 

mesadas pensionales. 

Con relación al tema, la sentencia T- 580 de 2003 MP Rodrigo Escobar Gil, se pronunció 

respecto al pago oportuno de la siguiente forma: 

“Y es que el derecho al pago oportuno de las mesadas pensionales deviene en una fuente 

de manutención, una forma de asegurar dignamente el estado de sobrevivencia, como lo 

ha considerado la doctrina constitucional, cuando ha precisado que el ser pensionado no 

es un privilegio, sino una compensación que se ha ganado previo cumplimiento de los 

requisitos establecidos para tal fin, lo que indica que los pensionados merecen la 

protección del Estado, por cuanto su capacidad laboral ya se extinguió” 

La sentencia C-1024 de 2004 MP Rodrigo Escobar Gil, hizo alusión al límite para 

otorgamiento de respuesta así: 
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“Se señalaron los plazos con que cuentan las distintas autoridades para dar respuesta de 

fondo a las peticiones en materia pensional y de esa manera garantizar la efectividad de 

dicho derecho. 

Así, esta Corporación concluyó que el plazo es:  

De quince (15) días hábiles en cualquiera de las hipótesis relacionadas con solicitudes de 

información acerca del trámite y el procedimiento para el reconocimiento de una pensión. 

Sobre la materia expuso que en cualquiera de las siguientes hipótesis regula el citado 

término, a saber: “(...) a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o 

los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para 

resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor 

a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que 

necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le 

es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro 

del trámite administrativo” . 

De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional 

(reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez, así como las relativas a reliquidación y 

reajuste de las mismas). (Decreto 656 de 1994, artículo 19 y Ley 797 de 2003, artículo 9. 

Debe precisarse que el término de cuatro meses no es aplicable en el caso en que se trate 

del reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes, por cuanto allí opera el 

término fijado por el artículo 1º de la Ley 717 de 2001, esto es, máximo "dos (2) meses 

después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación 

que acredite su derecho. 

Independientemente del plazo previsto para el reconocimiento, reajuste o reliquidación de 

una pensión, ninguna autoridad podrá demorar más seis (6) meses a partir del momento 

en que se eleve la solicitud por el peticionario, para realizar efectivamente el pago de las 

medas pensionales. (Artículo 4° Ley 700 de 2001” 

La sentencia SU -065 de 2018 respecto a los intereses moratorios indicó: 

“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto 

y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 

propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses 

por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en 

virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 

independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 de 

1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior.” 

Según lo reseñado anteriormente, Los intereses moratorios empiezan a causarse a partir 

de la fecha en que la norma ordena el desembolso efectivo del monto de la mesada, esto 

es, a partir del vencimiento de los seis (6) meses que incluye cuatro (4) meses para el 
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reconocimiento más dos (2) meses adicionales que se tienen para incluir en nómina en lo 

que respecta para las pensiones de vejez e invalidez. 

Aunado a lo anterior, el Honorable Consejo de Estado, en sentencia del 10 de julio de 

2020, expediente 17001-23-33-000-2015-00034-01, Consejera Ponente SANDRA LISSET 

IBARRA VÉLEZ, trató el asunto de reconocimiento indemnización moratoria del artículo 

141 de la ley 100 de 1993 en los siguientes términos:  

“En suma de todo lo anterior, se tiene que los intereses moratorios se causan por el retraso 

en el pago de las mesadas pensionales en consideración al título que las haga exigible, 

esto es, el acto administrativo de reconocimiento de la prestación que determine el monto 

y periodicidad de dichos pagos, pues en ese momento nacería la obligación de pagar, y en 

caso de retardo en el desembolso se causaría la mora.” 

De este modo, dicho órgano señaló que los intereses moratorios se causan por el retraso 

en el pago de las mesadas pensionales siempre que exista un título que las haga exigible, 

en este caso el Acto Administrativo de reconocimiento de la prestación, del cual surge la 

obligación clara, expresa y exigible de pagar la prestación  así, se reitera que no existe 

obligación alguna a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, 

como quiera que una vez reconocida la prestación no se suscitó mora o retardo en el pago 

de las respectivas mesadas pensionales ya reconocidas 

Así mismo, cabe resaltar que no es posible solicitar la condena al pago de intereses 

moratorios junto con la indexación en el pago de mesadas pensionales, por cuanto el 

interés moratorio incluye por principio el resarcimiento inherente a la pérdida del poder 

adquisitivo del dinero, haciendo las pretensiones incompatibles. 

EN CUANTO A LA INDEXACION 

Articulo 14 Ley 100 de 1993. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las 

pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en 

cualquiera de los dos regímenes del sistema general de pensiones, mantengan su poder 

adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada 

año, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el 

DANE para el año inmediatamente anterior.  

No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual 

vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se 

incremente dicho salario por el Gobierno. 

Se debe resaltar que las prestaciones económicas se indexan anualmente  de acuerdo al 

IPC establecido por el gobierno nacional. 

El señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY no reúne los requisitos legales para 

acceder a la prestación económica deprecada, razón por la cual tampoco  tendría derecho 

a lo accesorio como son los intereses moratorios de artículo 141 de la ley 100 de 1993, y a 

la indexación de mesadas pensionales. 
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EXCEPCIONES DE MERITO 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION. Fundamento esta excepción en el hecho de no estar 

obligado COLPENSIONES al RECONOCIMIENTO DE NINGUNA DE LAS PRETENSIONES 

propuestas por el demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI, toda vez que no es 

procedente el reconocimiento y pago de la Pensión Especial de Vejez a favor del 

demandante como funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, ya 

que conforme a la Historia Laboral actualizada del señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRY cuenta con 911 semanas desde el 01 de Junio de 1993 hasta 31 de Marzo del 

2017, las cuales incluyen tiempo cotizado al Instituto de Seguros Sociales hoy 

COLPENSIONES y el tiempo cotizado a entidades públicas desde el 12 de Enero de 1994 

hasta el 31 de Enero de 1997 cotizado en CAJANAL, sin embargo solo alcanza a reunir un 

total de  16 Años y 11 Meses. 

Conforme a lo anterior expuesto el demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, 

igualmente tampoco cumple los requisitos legales para ser beneficiario del Régimen de 

Transición y no cumple con los requisitos de edad mínima y semanas cotizadas en el 

Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 9° de la Ley 797 del 2003. 

COBRO DE LO NO DEBIDO. COLPENSIONES como administrador de Régimen de Prima 

Media al reconocer y pagar una pensión, lo realiza con fundamento en la normativa 

vigente y de acuerdo con los principios generales de favorabilidad en edad, tiempo de 

servicios o semanas de cotizaciones y monto pensional, por lo cual, cuando el 

demandante sin asidero jurídico o fáctico reclama un derecho que no es procedente 

conforme a las normas vigentes incurre en un cobro de lo no debido. 

PRESCRIPCIÓN.  Sin implicar confesión o reconocimiento de derecho alguno, propongo en 

esta excepción la prescripción general del art. 151 del Código de Procedimiento Laboral 

para la totalidad de las obligaciones de tracto sucesivo que tuvieren tres (3) años o más 

desde la fecha de su causación hasta la fecha de notificación de la presente demanda. En 

concordancia con el art. 488 del Código Sustantivo de Trabajo que dice: 

          “Prescripción. Las acciones que emanan de las leyes sociales prescribirán en tres 

años, que se contarán desde que la respectiva  obligación se hizo exigible. El simple  

reclamo escrito del trabajador,  recibido por el patrono, sobre un derecho o prestación 

debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero solo por un lapso igual”. 

Evidentemente corresponde en primer término señalar que la prescripción como 

excepción no requiere mayor fundamentación, siendo obligación del aparato judicial 

resolver todo el tema de la extinción del derecho sin la limitación argumentativa de sus 

fundamentos de derecho, máxime cuando no se le puede imponer a las partes formulas 

sacramentales para alegar la prescripción extintiva,  

LA INNOMINADA. De conformidad con el inciso primero del artículo 282 del Código 

General del Proceso, respetuosamente solicito al Señor Juez, se sirva declarar esta 

excepción de oficio al momento de proferir Sentencia definitiva, frente a que toda 
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situación de hecho o derecho que sea advertida y probada en el transcurso del proceso y 

que favorezca los intereses de mí representada. 

Lo anterior en virtud a que cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una 

excepción, deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, 

compensación y nulidad relativa, las cuales deberá alegarse expresamente en la 

contestación de la demanda. 

PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. COLPENSIONES 

Mediante Actos Administrativos, entrego respuesta a las peticiones impetradas por la 

parte demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI, conforme a las normas 

aplicables a su caso específico, notificándolo debidamente de acuerdo al Artículo 75 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, razón por la 

cual existe la presunción de legalidad de los Actos Administrativos expedidos por 

COLPENSIONES. 

COMPENSACION. Sin implicar reconocimiento de derecho alguno, fundamento esta 
excepción en la ocurrencia de cualquier pago reconocido y efectuado por parte de 
COLPENSIONES al demandante con o sin derecho, por indemnización, valor mayor pagado, 
devolución de aportes o cualquier otro concepto. 
 

Por consiguiente solicito respetuosamente a la  Honorable Juez, con base en los anteriores 

argumentos se declaren probadas las excepciones propuestas respecto de lo pretendido 

por la parte actora en el libelo de la demanda, pues de lo anterior queda plenamente claro 

que COLPENSIONES actuó conforme a derecho  y en su lugar se  absuelva a mí 

representada por todo cargo y se condene en costas al demandante. 

 

MEDIOS DE PRUEBA: 
 

Solicito comedidamente se decreten, practiquen y tengan en cuenta las siguientes 
pruebas:      
 
 

DOCUMENTAL. 
 

1. Expediente administrativo  de solicitud de prestaciones económicas del señor 
JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI   identificado con la Cedula de Ciudadanía 
6361864 

2. Solicito al señor Juez comedidamente tenga en cuenta las aportadas con la 
demanda que sean favorables a mi representado COLPENSIONES 

 

PRUEBAS OFICIOSAS  
Las   que   el   señor   Juez   consideré   decretar   para   obtener certeza jurídica 
suficiente al momento de proferir la respectiva sentencia. 

 
 

ANEXOS. 
 

 Memorial de Sustitución de Poder 
 Escritura Publica 3372 de fecha 02 de Septiembre del 2019 con nota de vigencia 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Invoco como fundamentos de derecho de la demandada Ley 100 de 1993, Ley 32 de 1986, 

Ley 33 de 1985, Parágrafo transitorio 5° del Acto Legislativo 01 de 2005, Decreto 2090 del 

2003,  Artículo 21 de la Ley 100 de 1993, Articulo 18 y 19 de la Ley 100 de 1993, el Decreto 

1158 de 1994 y el Decreto 1950 de 2005. 

 

SOLICITUD CONDENA EN COSTAS 

Solicito al Señor  Juez, en nombre de mi poderdante, que de ser negadas las pretensiones 

y condenas y probadas las excepciones de la demanda, la demandante sea condenada al 

pago de las costas y agencias en derecho a favor de COLPENSIONES, conforme al Artículo 

188 del C.P.A.C.A  y  del 365 del Código General del Proceso. 

Además, en el evento de prosperar parcialmente las excepciones propuestas solicito 

respetuosamente al señor Juez se condene igualmente al demandante al pago parcial o 

conjunto de las costas procesales y Agencias en Derecho, teniendo en cuenta al fallar, el 

Numeral 5 del art. 365 del Código General del Proceso. 

 

 

NOTIFICACIONES 
 

Las personales las recibiré en la Calle 22 Norte  Nº 6 AN-24 Oficina 606, Edificio Santa 
Mónica Central Cali o mediante Correo Electrónico dianabedon@yahoo.com. 
 
 
Atentamente, 
 
 

 
DIANA MARIA BEDON CHICA  
C.C Nº 38.551.759 Cali  
TP Nº 129.434 Consejo Superior de la Judicatura 
 

 
 

 

mailto:dianabedon@yahoo.com
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Doctor 

JUAN FERNANDO ARANGO BETANCOURT 

JUEZ TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO – VALLE DEL CAUCA.  

E.          S.         D. 

 

 
Radicado           76147333300320210007800 
Demandante:          JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI   C.C 6361864 
Demandado:           ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES 
Proceso:                   ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Asunto.            CONTESTACION A LA DEMANDA 
 

 

DIANA MARIA BEDON CHICA, abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada con la 

cedula de ciudadanía No 38.551.759 de Cali – Valle ,  con Tarjeta Profesional  No 129434 

del C.S.J, en calidad de apoderada sustituta de la Administradora Colombiana de 

Pensiones- COLPENSIONES- conforme al Memorial de Sustitución otorgado por  el  Dr. 

LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO identificado con la cedula de ciudadanía No 

16736240, con Tarjeta Profesional No 56392 del C.S.J, facultado para actuar en nombre y 

representación de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, 

mediante poder otorgado por Escritura Publica, le solicito al Juzgado reconocerme 

personería para actuar y estando en término legal  presento contestación a la demanda 

propuesta por el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI  C.C 6361864,  la cual se 

adelanta en su Despacho. 

 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y 

DOMICILIO.  La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una 

empresa industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada como entidad 

financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, 

autonomía administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto consiste en la 

administración estatal del régimen de prima media con prestación definida incluyendo la 

administración de los beneficios económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 

de 2005 modificatorio del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que 

establezca la ley que los desarrolle. La representación legal la ejerce la Doctora JUAN 

MIGUEL VILLA, quien obra en su calidad de Presidente. El domicilio principal es la ciudad 

de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, número telefónico 2170100. 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE CADA UNO DE LOS HECHOS DE LA 
DEMANDA 
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AL HECHO PRIMERO. Es cierto conforme a la copia de la Cedula de Ciudadanía del 

demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI, la cual se aporta en el acápite de 

pruebas de la demandante. 

AL HECHO SEGUNDO. Lo cierto es que conforme a la Historia Laboral del señor se refleja 

911 semanas cotizadas de las cuales figuran los siguientes empleadores:  

SERCOFUN: 01 de Junio de 1993 al 30 de Junio de 1993 a SERCOFUN. 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC: 12 de Enero al 31 de Enero de 1997 

como tiempo público laborado en el INPEC no cotizado al Instituto de Seguros Sociales  

Del 31 de Enero de 1997 Hasta 06 de Marzo del 2014 en el Instituto Nacional Penitenciario 

y Carcelario INPEC. 

ROYAL EXPRESS: del 01 de Julio del 2016 al 23 de Enero del 2017.  

AL HECHO TERCERO.  No es cierto, toda vez que conforme a la historia laboral que obra en 

el expediente administrativo del señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI acredita un 

total de 16 Años y 11 Meses, equivalente a 874 semanas de cotización laborados en el 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 

AL HECHO CUARTO.  Es cierto en el sentido que el señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRI, laboro en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC con el cargo 

de dragoneante 11, de acuerdo a la certificación expedida por el INPEC. 

AL HECHO QUINTO. Es cierto en el sentido que el señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRI presento a COLPENSIONES solicitud de Prestación Económica de Vejez Especial 

como funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 

AL HECHO SEXTO. Es cierto conforme a la Resolución GNR-161907 del 01 de Junio del 

2015, mediante la cual se niega la Pensión Especial de Vejez al señor JORGE OLMEDO 

MORALES ECHEVERRI como funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 

INPEC, por cuanto no acredita los requisitos legales establecidos en la Ley 32 de 1985. 

AL HECHO SEPTIMO. Es cierto conforme a la Resolución VPB-63931 del 29 de Septiembre 

del 2015. 

AL HECHO OCTAVO. Es cierto, en el sentido que mediante Resolución GNR-293313 del 04 

de Octubre del 2016 COLPENSIONES niega Prestación Económica de Vejez Especial como 

funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, por cuanto no acredita 

los requisitos legales establecidos en la Ley 32 de 1985. 

AL HECHO NOVENO. Es cierto conforme a la Resolución GNR-368570 de fecha 06 de 

Diciembre del 2016. 

AL HECHO DECIMO. Es cierto conforme Resolución VPB -5883 de fecha 13 de Febrero 

2017. 
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AL HECHO ONCE. Es cierto conforme a la Resolución SUB-218457 de fecha 14 de Agosto 

del 2019. 

AL HECHO DOCE. Es cierto conforme a la copia del escrito de presentado el día 26 de 

Agosto del 2019 ante COLPENSIONES y que obra en el acápite de pruebas de la demanda. 

AL HECHO TRECE.  Es cierto conforme a la Resolución DPE-10641 de fecha 01 de Octubre 

del 2019. 

AL HECHO CATORCE.  Es cierto conforme a la copia del Oficio 85169SUTAH-GOSOC de 

fecha 07 de Febrero del 2020 que obra en el acápite de pruebas de la demanda,  mediante 

el cual el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC le informa al demandante 

JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que los periodos relacionados en este hecho se 

encuentran faltantes de pago o perdidas. 

AL HECHO QUINCE. Es cierto conforme a la copia del Oficio 85169SUTAH-GOSOC de fecha 

07 de Febrero del 2020 que obra en el acápite de pruebas de la demanda,  mediante el 

cual el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC le informa al demandante 

JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que los periodos relacionados en este hecho se 

encuentran faltantes de pago o perdidas. 

AL HECHO DIECISEIS. Es cierto en el sentido que en el acápite de pruebas se encuentra 

copia del escrito relacionado en este hecho, aunque sin sello de recibido visible por parte 

del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC 

AL HECHO DIECISIETE. Es cierto conforme a la copia del Oficio 85169SUTAH-GOSOC de 

fecha 07 de Febrero del 2020 que obra en el acápite de pruebas de la demanda. 

AL HECHO DIECIOCHO. No es cierto por cuanto en el acápite de pruebas de la demanda  

no se encuentra adjunto el escrito de derecho de petición con fecha 21 de Mayo del 2020 

que se menciona en este hecho. 

AL HECHO DIECINUEVE. Es cierto toda vez que mediante oficio BZ2020_5059770-1148464 

COLPENSIONES le informa al demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que 

respecto a los periodos desde Marzo, Abril, Junio y Julio de 1997, fueron cancelados de 

manera extemporánea, razón por la cual debe solicitarse el respectivo CALCULO 

ACTUARIAL en COLPENSIONES toda vez que son periodos que no fueron cancelados en su 

momento. 

Es un concepto que no comprende cotizaciones, ni intereses moratorios, la figura 

establecida para estos casos es el traslado de una reserva actuarial que debió mantener el 

empleador por el tiempo en omisión, que debe cubrir lo concerniente al riesgo de vejez 

del trabajador.  

La solicitud y realización de los cálculos actuariales por omisión del empleador privado no 
son producto de una obligación pendiente por pagar que tiene el empleador con la 
Administradora del Régimen de Prima Media con prestación definida, como quiera que no 
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se reportó la novedad de ingreso–vínculo laboral del trabajador a dicho Régimen, en su 
oportunidad, sino que se trata de una información que se le entrega al empleador omiso 
para que tome la decisión, bien sea de pagarle a esta administradora de pensiones el 
cálculo actuarial con el fin de convalidar las semanas con respecto al tiempo laborado a su 
servicio por parte del trabajador, o bien de responsabilizarse por el pago y/o 
reconocimiento de la pensión del mismo, si hay lugar a ello, para darle cumplimiento a las 
obligaciones derivadas de la relación laboral, por lo tanto no procede acuerdo de pago. 

AL HECHO VEINTE. No es cierto en el sentido que mediante oficio 85169SUTAH-GOSOC de 
fecha 07 de Febrero del 2020, que obra en el acápite de pruebas, el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario INPEC expresa que el establecimiento penitenciario de mediana 
y alta seguridad de Palmira envió denuncia por perdida de las planillas de aportes a la 
Seguridad Social  los periodos de Marzo, Abril, Junio y Julio del 1997.  

AL HECHO VEINTIUNO. No es cierto, toda vez que mediante oficio emitido por PORVENIR 

S.A N° 0105673008924200 de fecha 12 de Septiembre del 2020 y que obra en el acápite 

de pruebas, se informa al demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que en los 

periodos correspondientes a los meses de Marzo, Abril, Junio y Julio de 1997 no se 

encuentra evidencia del ingreso de los aportes. 

AL HECHO VEINTIDOS. Es cierto conforme a la copia del Derecho de Petición mencionado 

de fecha 01 de Septiembre del 2020, en el acápite de pruebas de la demanda. 

AL HECHO VEINTITRES. Es cierto, toda vez que mediante oficio emitido por PORVENIR S.A 

N° 0105673008924200 de fecha 12 de Septiembre del 2020 y que obra en el acápite de 

pruebas, se informa al demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI que en los 

periodos correspondientes a los meses de Marzo, Abril, Junio y Julio de 1997 no se 

encuentra evidencia del ingreso de los aportes. 

AL HECHO VEINTICUATRO. No es un hecho es una apreciación jurídica del apoderado de la 

parte demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI, por lo cual me abstengo de 

calificar.  

Al respecto es necesario aclarar que para ser beneficiario de la Pensión de Vejez especial 

como funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC conforme la Ley 

32 de 1985 debe reunir los requisitos legales establecidos en su Artículo 29, es decir 20 

años de servicio; situación que no ha sido demostrada en las reclamaciones del 

demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI. 

AL HECHO VEINTICINCO. No es cierto, toda vez que conforme a la historia laboral que 

obra en el expediente administrativo del señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI a la 

fecha acredita un total de 16 Años y 11 Meses, equivalente a 874 semanas de cotización 

laborados en el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. 

AL HECHO VEINTISEIS. No me consta, toda vez que a la Administradora Colombiana de 

Pensiones -COLPENSIONES no le corresponde ninguna responsabilidad por cuanto nunca 

fue empleador del demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI. 
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PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LAS PRETENSIONES: 
 

Con fundamento en lo expuesto en la presente contestación a la demanda, en nombre de 

mi representada, la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, 

me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda por ser improcedentes, 

toda vez que COLPENSIONES como administrador del Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida debe cumplir todas las disposiciones constitucionales y legales; a 

cuyas disposiciones están sometidos también los afiliados, razón por la cual no accedió a 

las pretensiones del demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI  

De acuerdo a la Historia Laboral del señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY que 

obra en su expediente administrativo y al momento de que la entidad resolviera su 

solicitud de prestaciones económica contaba con 911 semanas desde el 01 de Junio de 

1993 hasta 31 de Marzo del 2017 que incluían tiempo cotizado al Instituto de Seguros 

Sociales hoy COLPENSIONES y el tiempo cotizado a entidades públicas; incluyendo desde 

el 12 de Enero de 1994 hasta el 31 de Enero de 1997 cotizado en CAJANAL.  

Sin embargo para la aplicación del de la Ley 32 de 1986 Articulo 96, como lo reclama el 

señor JORGE OLMEDO MORALES es necesario veinte (20) años de servicio, continuos o 

discontinuos al servicio de la Guardia Nacional, por lo cual en el caso concreto el 

demandante solo acredita 16 años y 11 Meses que equivalen a 874 semanas cotizadas en 

el INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC desde el 12 de Enero del 

1994 hasta el 06 de Marzo del 2014, en conclusión no reúne el requisito legal establecido 

en la Ley 32 de 1986. 

El señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY tampoco reúne el requisito legal de 

semanas cotizadas exigidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003, por cuanto solamente acredita conforme a su historia 

laboral un total de 911 semanas cotizadas en toda su vida laboral, toda vez que se 

requiere un total 1.300 semanas cotizadas para acceder al derecho de la prestación 

económica por Vejez.  Igualmente tampoco cumple con el requisito de edad mínima para 

pensionarse de 62 años, por cuanto actualmente el señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRY cuenta con 47 años de edad. 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES DECLARATIVAS 

PRIMERA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo GNR-161907 del 

2015 por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no cumple los requisitos 

legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como tampoco las establecidas 

en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 

y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

SEGUNDA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo VPB-63931de 

fecha 29 de Septiembre del 2015, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRY, no cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 

1986, como tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado 
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por el Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de 

Transición 

TERCERA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo GNR-293313 del 

04 de Octubre del 2016, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

CUARTA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo GNR-368570 del 

06 de Diciembre del 2016, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

QUINTA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo VPB-5883 del 13 

de Febrero del 2017, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

SEXTA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo SUB-218457 del 14 

de Agosto del 2019, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

SEPTIMA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo DPE-10641 del 

01 de Octubre del 2019, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

OCTAVA. Me opongo, por cuanto el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY, no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como 

tampoco las establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el 

Artículo 9° de la Ley 797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES CONDENATORIAS 

PRIMERA. Me abstengo de presentar pronunciamiento por cuanto es una pretensión 

ajena a responsabilidad por parte de mi representada COLPENSIONES. 

SEGUNDA. Me opongo al reconocimiento y pago de la  Pensión de Vejez Especial  del 

señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI como funcionario del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario INPEC, toda vez que el demandante no cumple con los 

requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, como tampoco las 



 

7 
 

establecidas en el Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 9° de la Ley 

797 del 2003 y  tampoco es beneficiario del Régimen de Transición. 

TERCERA. Me opongo a la pretensión por concepto de Intereses Moratorios del Artículo 

141 de la Ley 100 de 1993 ni por indexaciones,  ya que estos proceden solo cuando existe 

mora en el pago de las mesadas pensionales ya reconocidas previo cumplimiento de los 

requisitos legales establecidos, situación que no se presenta en este caso.. 

La sentencia SU -065 de 2018 respecto a los intereses moratorios indicó: 

“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto 

y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 

propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses 

por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en 

virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 

independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 de 

1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior.” 

CUARTA. Me opongo a la pretensión por concepto de Indexaciones o Intereses ya que 

estos proceden solo cuando existe mora en el pago de las mesadas pensionales ya 

reconocidas previo cumplimiento de los requisitos de Ley. 

Al liquidar las diferentes  prestaciones económicas, COLPENSIONES indexa los valores 

cotizados de acuerdo al Índice de Precios al Consumidor (IPC) y cada año se incrementa el 

valor de las pensiones en igual sentido. La obligación surgida a la luz del derecho entre el 

ISS como administrador del Régimen de Pensiones de Prima Media con Prestación 

definida y el pensionado es  la indicada en la ley, esto es, la mesada pensional, para cuyo 

cálculo el legislador dispuso, de manera expresa, factores matemáticos precisos. La 

liquidación de la pensión de vejez del demandante se efectuó de conformidad a la 

norma vigente a la época en que se pensiono la demandante  

Las Prestaciones Económicas que otorgo  COLPENSIONES se fundamentan en una 

liquidación que actualiza los ingresos base de cotización de cada ano que va a formar 

parte del Ingreso base de liquidación para luego éste se siga actualizando anualmente con 

base en el Índice de precios al consumidor  IPC a fin de que el dinero no pierda su valor 

adquisitivo acorde con lo dispuesto por el Art.21 de la ley 100/93.  

QUINTA. Me opongo a cualquier pretensión contraria a la normatividad aplicable toda vez 

que COLPENSIONES como Administrador del Régimen de Prima Media con prestación 

definida debe acatar y cumplir la Ley entre las cuales se encuentran las previstas en los 

artículos 189 y 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

SEXTA. Me opongo a la pretensión por concepto de Intereses Moratorios ya que estos 

proceden solo cuando existe mora en el pago de las mesadas pensionales ya reconocidas.  
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No proceden sobre Diferencias Pensionales, que en el presente caso no hay derecho a 

reclamar. 

La sentencia SU -065 de 2018 respecto a los intereses moratorios indicó: 

“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto 

y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 

propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses 

por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en 

virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 

independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 de 

1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior.” 

SEPTIMA. Igualmente me opongo a la pretensión por Costas Procesales toda vez que al 

demandante no le asiste el derecho reclamado Reliquidación de la mesada pensional, 

como tampoco tendría derecho a ningún tipo de intereses o indexaciones, por lo cual se 

deberá declarar probada las excepciones propuestas y condenar en costas a la parte 

demandante. 

HECHOS, FUNDAMENTOS Y RAZONES DE  DERECHO DE LA DEFENSA. 

EL Señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY solicita el reconocimiento y pago de una 

Pensión de Vejez por alto riesgo, nació el día 12 de Julio de 1973 conforme a la copia de su 

Cedula de Ciudadanía y actualmente cuenta con 47 años de edad. Señala en su demanda 

que laboro al servicio del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC 

desde el 12 de Enero de 1994 hasta el 04 de Marzo del 2014. 

Al respecto es necesario tener en cuenta lo siguiente: 

Circular 01 del 2012, expedida por la Vicepresidencia Jurídica y Vicepresidencia de 

Prestaciones y Beneficios de COLPENSIONES: 

1.1.1 Régimen del Cuerpo de vigilancia y custodia penitenciaria y carcelaria nacional 

De conformidad con el Acto Legislativo 01 del 2005, las pensiones de los miembros del 

Cuerpo de Custodia y Vigilancia penitenciaria y carcelaria nacional que hayan ingresado 

con anterioridad a la entrada en vigencia del Decreto 2090 del 2003 (28 de Julio del 2003), 

se reconocerán de acuerdo a los establecido en la Ley  32 de 1986, es decir, que 

necesitaran ostentar 20 años de servicio en dicha institución en los cargos de Oficiales, 

Suboficiales y Guardianes del cuerpo de Custodia y Vigilancia sin requisito de edad alguna. 

El Acto Legislativo 01 del 2005, establece en su Parágrafo Transitorio 5° lo siguiente: 

"Parágrafo transitorio 5o. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 140 de la Ley 

100 de 1993 y el Decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en vigencia de este último 

decreto, a los miembros del cuerpo de custodia y vigilancia Penitenciaria y Carcelaria 

Nacional se les aplicará el régimen de alto riesgo contemplado en el mismo. A quienes 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#140
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2090_2003.html#1
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ingresaron con anterioridad a dicha fecha se aplicará el régimen hasta ese entonces 

vigente para dichas personas por razón de los riesgos de su labor, este es el dispuesto para 

el efecto por la Ley 32 de 1986, para lo cual deben haberse cubierto las cotizaciones 

correspondientes". 

Ley 32 de 1986 Articulo 96. Pensión de Jubilación: Los miembros del Cuerpo de Custodia 

y Vigilancia Penitenciaria Nacional, tendrán derecho a gozar de la pensión de jubilación al 

cumplir veinte (20) años de servicio, continuos o discontinuos al servicio de la Guardia 

Nacional, sin tener en cuenta su edad.  

Circular 15 del 2015 COLPENSIONES señala las reglas para el reconocimiento de la Pensión 

de Vejez espacial por actividad de alto riesgo: 

A. Requisitos para ser beneficiario de la pensión de vejez por exposición al alto riesgo: 

I. ostentar 20 años de servicio en dicha institución en los cargos oficiales, suboficiales y 

guardianes del cuerpo de custodia y vigilancia. 

II. No se requiere que acrediten edad alguna. 

III. La tasa de reemplazo es del 75%. 

B. ingreso base de liquidación. 

Se determinará conforme los criterios jurídicos institucionales de reconocimiento y 

liquidación pensional. 

También señala que. “ en cualquier caso si el afiliado al Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida que pretenda el reconocimiento de la Pensión Especial de Vejez por 

actividad de alto riesgo, tanto por el régimen general previsto en el Decreto 2090 del 

2003, como en cualquiera de los especiales analizados en precedencia, no reúne los 

requisitos para acceder a dicha prestación económica tendrá derecho a que su prestación 

económica sea estudiada con las reglas generales propias del Sistema General de 

Pensiones y el reconocimiento de la Pensión de Vejez que le corresponda conforme a la 

norma de la que llegue a ser beneficiario. 

Analizando el expediente administrativo, se encuentra que el señor JORGE OLMEDO 

MORALES ECHEVERRY laboro en el  INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO 

–INPEC desde el 12 de Enero del 1994 hasta el 06 de Marzo del 2014. 

Es procedente la aplicación del concepto de COLPENSIONES BZ2015_1843232 del 2015 

que establece: 

Para los servidores públicos no afiliados al Instituto de Seguros Sociales, el tratamiento 

dado al cómputo de los días fue definido por el Consejo de Estado en Sentencia de fecha 

10 de Noviembre de 1982, a través de la cual se determinó que en materia pensional el 

año tiene 360 días, por tal razón habrá que tomarse en consideración el Régimen 

pensional aplicable a los servidores públicos para el reconocimiento de la Pensión, por 
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cuanto si se trata de los previsto en el Decreto 758 de 1990 por ser el Régimen Propio del 

Instituto de Seguros Sociales, los días deberán contabilizarse partidos es decir hasta 1994, 

según calendario y a partir de 1995 a razón de 360 días al año, pero si se trata de un 

Régimen Pensional público, para todos los efectos, los días deberán contabilizarse con 

base a 30 días anuales conforme al precedente jurisprudencial del Consejo de Estado. 

De acuerdo a la Historia Laboral del señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY que 

obra en su expediente administrativo y al momento de que la entidad resolviera su 

solicitud de prestaciones económica contaba con 911 semanas desde el 01 de Junio de 

1993 hasta 31 de Marzo del 2017 que incluían tiempo cotizado al Instituto de Seguros 

Sociales hoy COLPENSIONES y el tiempo cotizado a entidades públicas; incluyendo desde 

el 12 de Enero de 1994 hasta el 31 de Enero de 1997 cotizado en CAJANAL.  

Sin embargo para la aplicación del de la Ley 32 de 1986 Articulo 96, como lo reclama el 

señor JORGE OLMEDO MORALES es necesario veinte (20) años de servicio, continuos o 

discontinuos al servicio de la Guardia Nacional, por lo cual en el caso concreto el 

demandante solo acredita 16 años y 11 Meses que equivalen a 874 semanas cotizadas en 

el INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC desde el 12 de Enero del 

1994 hasta el 06 de Marzo del 2014, en conclusión no reúne el requisito legal establecido 

en la Ley 32 de 1986. 

COLPENSIONES expresa mediante concepto  BZ 2016_12621699 de 26 de octubre de 2016 

el literal B del numeral 2 de la circular 15 de 2015 con la fuente normativa del concepto BZ 

2016_12621699 de 26 de octubre de 2016: 

Por su parte, la Sección segunda de la misma corporación sostiene que el régimen especial 

previsto en los artículos 96 de la ley 32,986, resulta aplicable si el servidor acreditan las 

condiciones descritas en el inciso segundo del artículo 36 de la ley 100 de 1993. 

Sobre este particular, debe decirse que la aplicación en materia pensional vigente antes de 

la expedición de la ley 100 de 1993, para los empleados oficiales del orden nacional, de la 

ley 33 de 1985 que, si bien es cierto en su artículo 1 fijó los requisitos de tiempo y edad 

necesarios para el reconocimiento de una pensión de jubilación, también lo es que en su 

inciso segundo excluyó la regla a los empleados oficiales que disfrutaban de un régimen 

especial de pensiones, como son los integrantes del cuerpo de custodia y vigilancia 

penitenciaria y carcelaria nacional. 

De este modo para que a un empleado del cuerpo de custodia y vigilancia penitenciaria 

nacional del Instituto nacional penitenciario y carcelario INPEC, a partir de la entrada en 

vigencia de la ley 100 de 1993, de fuera reconocida una pensión de jubilación con 

aplicación del régimen especial previsto en los artículos 96 de la ley 32 de 1986 y 168 del 

decreto 407 de 1994, debe acreditar unas condiciones descritas en el inciso 2 del artículo 

36 del sistema General de Seguridad Social, las cuales son edad o tiempo de servicios. 

Sin embargo en la discusión ventilada en el seno de la Sección segunda no aborda cuáles 

del parágrafo transitorio 5 del acto legislativo 1 de 2005O del artículo 1 del decreto 1950 
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de 2005, o el horizonte pensional que enfrentaría quienes no cumplen los requisitos de la 

transición, como si lo hizo la sala de consulta y servicio civil; el análisis de la Sección 

segunda se ha concentrado en los efectos de la ley 100 de 1993 sobre los artículos 96 de la 

ley 32 de 1986 y 168 del decreto 407 de 1994, sin desatar cuestiones adicionales que 

resulten de trascendental importancia para resolver el asunto sub examine. 

Ahora, sin gracia de discusión se aceptara que la tesis defendida por la Sección segunda es 

la única para obtener el reconocimiento con la ley 32 de 1986, el horizonte pensional de 

estos afiliados quedaría automáticamente gobernado por la ley General de pensiones, la 

cual estipula que los empleados del cuerpo de custodia y vigilancia del Inpec tienen 

derecho a una pensión especial de vejez por alto riesgo, cuyos requisitos de causasión son, 

paradójicamente, los consignados en la ley 32 de 1986. Entonces, si por ausencia de la 

transición o es posible acceder a la pensión de jubilación prevista en la ley 32 de 1986, el 

afiliado podrá optar por la pensión especial de vejez por actividad de alto riesgo, contenida 

en el decreto 1950 de 2005 y el acto legislativo 1 del 2005, normas que a su vez se remiten 

a las reglas de causasión de la ley 32 de 1986. 

Empero, esta gerencia considera debe declararse estricto cumplimiento al contenido literal 

del parágrafo transitorio 5 del acto legislativo 1 de 2005 y, en esa medida, aplicar el 

artículo 96 de la ley 32 de 1986 para resolver las reclamaciones pensionales presentadas 

por los empleados del Inpec, que se vincularon con anterioridad del 28 de julio de 2003, 

aclarando por supuesto, que dichas prestaciones serán liquidadas tomando en 

consideración las reglas fijadas por la ley 100 de 1993 y sus reglamentos. 

Decreto 2090 del 2003 Artículo 3o. PENSIONES ESPECIALES DE VEJEZ. Los afiliados al 

Régimen de Prima Media con prestación  definida del  Sistema  General  de  Pensiones, 

que se dediquen en forma permanente al ejercicio  de  las  actividades  indicadas en el 

artículo anterior, durante el número de semanas que  corresponda  y  efectúen  la 

cotización  especial  durante  por lo menos 700 semanas, sean estas  continuas  o  

discontinuas, tendrán derecho a la pensión especial de vejez, cuando reúnan los requisitos 

establecidos en el artículo siguiente.  

ARTÍCULO 4o. CONDICIONES Y REQUISITOS PARA TENER DERECHO A LA PENSIÓN 

ESPECIAL DE VEJEZ. La pensión especial de vejez se sujetará a los siguientes requisitos: 

1. Haber cumplido 55 años de edad. 

2. Haber cotizado el número mínimo de semanas establecido para el Sistema General de 

Seguridad  Social  en  Pensiones, al que se refiere el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

modificado por el artículo 9o de la Ley 797 de 2003. 

La edad para el reconocimiento  especial  de  vejez se disminuirá  en  un (1) año por cada 

(60) semanas  de  cotización especial, adicionales a las mínimas requeridas en el Sistema 

General de Pensiones, sin que dicha edad pueda ser inferior a cincuenta (50) años.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#36
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#9
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ARTÍCULO 5o. MONTO DE LA COTIZACIÓN ESPECIAL. El monto de la cotización especial 

para las actividades  de  alto  riesgo  es el  previsto  en la Ley 100 de 1993,  más diez (10) 

puntos adicionales a cargo del empleador. 

De acuerdo a lo anterior debe estudiarse la prestación  económica  teniendo  en  cuenta  

la norma vigente en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida, es decir el 

Decreto 2090 del 2003, para lo cual debe analizarse lo que establece el Artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993. 

ARTÍCULO 36. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. La edad para acceder a la pensión de vejez, 

continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los 

hombres, hasta el año 2014*, fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, es 

decir, será de 57 años para las  mujeres y 62 para los hombres.  

La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas 

cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en 

vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o 

cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o mas años de servicios 

cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las 

demás condiciones y requisitos Aplicables a estas personas para acceder a la pensión de 

vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley.  

De acuerdo a lo anterior al  01 de abril de 1994, fecha de entrada en vigencia de la ley 100 

de 1993, el demandante  JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY no contaba  con 40 años 

de edad ni tampoco contaba con 15 años de servicio cotizado, motivo por el cual nunca 

fue beneficiario del régimen de transición, y en consecuencia, su prestación  económica, 

debe ser resuelta a la luz  del  Artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado  por  la  Ley  

797 de 2003. 

Artículo 9o. El artículo 33 de la Ley 100 de 1993 quedará así: Artículo  33.  Requisitos  para  

obtener  la  Pensión  de  Vejez.  Para  tener  el  derecho  a  la Pensión de Vejez, el afiliado 

deberá reunir las siguientes condiciones:  

 1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años si 

es hombre.  

A partir del 1o. de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) 

años de edad para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre.  

 2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo.  

 A partir del 1o. de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 y a 

partir  del  1o.de  enero  de  2006  se  incrementará  en  25  cada  año  hasta  llegar  a  

1.300 semanas en el año 2015. 

PARÁGRAFO 1o. Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente 

artículo, se tendrá en cuenta:  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
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 a)  El  número  de  semanas  cotizadas  en  cualquiera  de  los  dos  regímenes  del  sistema 

general de pensiones; b) El tiempo de servicio como servidores públicos remunerados, 

incluyendo los tiempos servidos en regímenes exceptuados;  

 c) El tiempo de servicio como trabajadores vinculados con empleadores que antes de la 

vigencia de la Ley 100 de 1993 tenían a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión, 

siempre  y  cuando  la  vinculación  laboral  se  encontrara  vigente  o  se  haya iniciado con 

posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993.  

 d) El tiempo de servicios como trabajadores vinculados con aquellos empleadores que por 

omisión no hubieren afiliado al trabajador.  

 e) El número de semanas cotizadas a cajas previsionales del sector privado que antes de 

la Ley 100 de 1993 tuviesen a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión.  

En los casos previstos en los literales b), c), d) y e), el cómputo será procedente siempre y  

cuando  el  empleador  o  la  caja,  según  el  caso,  trasladen,  con  base  en  el  cálculo 

actuarial, la suma correspondiente del trabajador que se afilie, a satisfacción de la entidad 

administradora, el cual estará representado por un bono o título pensional.  

Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no superior a cuatro (4) 

meses  después  de  radicada  la  solicitud  por  el  peticionario,  con  la  correspondiente 

documentación que acredite su derecho. Los Fondos no podrán aducir que las diferentes 

cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte.  

Teniendo en cuenta la norma transcrita se puede concluir que el señor JORGE OLMEDO 

MORALES ECHEVERRY no reúne el requisito legal de semanas cotizadas exigidas en el 

Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 9° de la Ley 797 del 2003, por 

cuanto solamente acredita conforme a su historia laboral un total de 911 semanas 

cotizadas en toda su vida laboral, toda vez que se requiere un total 1.300 semanas 

cotizadas para acceder al derecho de la prestación económica por Vejez. 

Igualmente tampoco cumple con el requisito de edad mínima para pensionarse de 62 

años, por cuanto actualmente el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY cuenta con 

47 años de edad. 

Respecto a los periodos demandados por el señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY 

a fin de que se corrija su historia laboral debe tenerse en cuenta que los periodos de 

Marzo Abril Junio y Julio de 1997 fueron cancelados extemporáneamente por el 

INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC de acuerdo a las planilla de 

pago de seguridad social aportadas en la demanda en las cuales se evidencias que fueron 

cancelas en el mes de Marzo del año 2020, por lo cual debe tenerse en cuenta que no se 

pueden contabilizar en la historia laboral por cuanto el empleador debe aportar copia de 

la liquidación de la reserva actuarial o calculo actuarial con pago expedida por 

COLPENSIONES, en caso contrario deberá INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y 
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CARCELARIO –INPEC solicitar la devolución de los aportes y solicitar calculo actuarial de los 

periodos mencionados.  

EN CUANTO A LOS INTERES MORATORIOS DEL ARTICULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993. 

El artículo 141 de la ley 100 de 1993 dispone:   

“ARTICULO 141. Intereses de mora. A partir de 1º.  De enero de 1994, en caso de mora en 

el pago de las mesadas Pensiónales de que trata la Ley, la entidad correspondiente 

reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe 

de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el 

pago.”   

La Corte Constitucional a través de la sentencia C-601 de 24 de mayo de 2000, declaró la 

exequibilidad del artículo 141 de la ley 100 de 1993 de la siguiente forma:  

“Así las cosas, para la Corte es evidente que, desde el punto de vista constitucional, las 

entidades de seguridad social están obligadas a indemnizar a los pensionados por la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales atrasadas que se les adeudan, pues el 

artículo 53 de la Carta es imperativo y contundente al disponer que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones.  En este sentido, el 

artículo 141 de la ley 100 de 1993, desarrolló cabalmente este mandato superior, pues, la 

obligación de pagar oportunamente las pensiones y de asumir, en caso de no hacerlo, un 

interés de mora que consulte la real situación de la economía, es una consecuencia del 

artículo superior referido, en la parte concerniente a pensiones legales en conexidad con 

el artículo 25 ibídem, que contempla una especial protección para el trabajo.” 

De la lectura del artículo anterior, se puede establecer que para que procede el pago por 

concepto de intereses moratorios allí consagrados, es menester que se constituyan 

circunstancias fácticas en las cuales se susciten la cancelación tardía de las mesadas 

pensionales a partir del plazo para hacer efectivo el ingresó a nómina y pago de las 

mesadas pensionales. 

Con relación al tema, la sentencia T- 580 de 2003 MP Rodrigo Escobar Gil, se pronunció 

respecto al pago oportuno de la siguiente forma: 

“Y es que el derecho al pago oportuno de las mesadas pensionales deviene en una fuente 

de manutención, una forma de asegurar dignamente el estado de sobrevivencia, como lo 

ha considerado la doctrina constitucional, cuando ha precisado que el ser pensionado no 

es un privilegio, sino una compensación que se ha ganado previo cumplimiento de los 

requisitos establecidos para tal fin, lo que indica que los pensionados merecen la 

protección del Estado, por cuanto su capacidad laboral ya se extinguió” 

La sentencia C-1024 de 2004 MP Rodrigo Escobar Gil, hizo alusión al límite para 

otorgamiento de respuesta así: 
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“Se señalaron los plazos con que cuentan las distintas autoridades para dar respuesta de 

fondo a las peticiones en materia pensional y de esa manera garantizar la efectividad de 

dicho derecho. 

Así, esta Corporación concluyó que el plazo es:  

De quince (15) días hábiles en cualquiera de las hipótesis relacionadas con solicitudes de 

información acerca del trámite y el procedimiento para el reconocimiento de una pensión. 

Sobre la materia expuso que en cualquiera de las siguientes hipótesis regula el citado 

término, a saber: “(...) a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o 

los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para 

resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor 

a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que 

necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le 

es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro 

del trámite administrativo” . 

De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional 

(reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez, así como las relativas a reliquidación y 

reajuste de las mismas). (Decreto 656 de 1994, artículo 19 y Ley 797 de 2003, artículo 9. 

Debe precisarse que el término de cuatro meses no es aplicable en el caso en que se trate 

del reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes, por cuanto allí opera el 

término fijado por el artículo 1º de la Ley 717 de 2001, esto es, máximo "dos (2) meses 

después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación 

que acredite su derecho. 

Independientemente del plazo previsto para el reconocimiento, reajuste o reliquidación de 

una pensión, ninguna autoridad podrá demorar más seis (6) meses a partir del momento 

en que se eleve la solicitud por el peticionario, para realizar efectivamente el pago de las 

medas pensionales. (Artículo 4° Ley 700 de 2001” 

La sentencia SU -065 de 2018 respecto a los intereses moratorios indicó: 

“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto 

y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 

propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses 

por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en 

virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 

independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 de 

1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior.” 

Según lo reseñado anteriormente, Los intereses moratorios empiezan a causarse a partir 

de la fecha en que la norma ordena el desembolso efectivo del monto de la mesada, esto 

es, a partir del vencimiento de los seis (6) meses que incluye cuatro (4) meses para el 
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reconocimiento más dos (2) meses adicionales que se tienen para incluir en nómina en lo 

que respecta para las pensiones de vejez e invalidez. 

Aunado a lo anterior, el Honorable Consejo de Estado, en sentencia del 10 de julio de 

2020, expediente 17001-23-33-000-2015-00034-01, Consejera Ponente SANDRA LISSET 

IBARRA VÉLEZ, trató el asunto de reconocimiento indemnización moratoria del artículo 

141 de la ley 100 de 1993 en los siguientes términos:  

“En suma de todo lo anterior, se tiene que los intereses moratorios se causan por el retraso 

en el pago de las mesadas pensionales en consideración al título que las haga exigible, 

esto es, el acto administrativo de reconocimiento de la prestación que determine el monto 

y periodicidad de dichos pagos, pues en ese momento nacería la obligación de pagar, y en 

caso de retardo en el desembolso se causaría la mora.” 

De este modo, dicho órgano señaló que los intereses moratorios se causan por el retraso 

en el pago de las mesadas pensionales siempre que exista un título que las haga exigible, 

en este caso el Acto Administrativo de reconocimiento de la prestación, del cual surge la 

obligación clara, expresa y exigible de pagar la prestación  así, se reitera que no existe 

obligación alguna a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, 

como quiera que una vez reconocida la prestación no se suscitó mora o retardo en el pago 

de las respectivas mesadas pensionales ya reconocidas 

Así mismo, cabe resaltar que no es posible solicitar la condena al pago de intereses 

moratorios junto con la indexación en el pago de mesadas pensionales, por cuanto el 

interés moratorio incluye por principio el resarcimiento inherente a la pérdida del poder 

adquisitivo del dinero, haciendo las pretensiones incompatibles. 

EN CUANTO A LA INDEXACION 

Articulo 14 Ley 100 de 1993. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las 

pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en 

cualquiera de los dos regímenes del sistema general de pensiones, mantengan su poder 

adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada 

año, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el 

DANE para el año inmediatamente anterior.  

No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual 

vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se 

incremente dicho salario por el Gobierno. 

Se debe resaltar que las prestaciones económicas se indexan anualmente  de acuerdo al 

IPC establecido por el gobierno nacional. 

El señor JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRY no reúne los requisitos legales para 

acceder a la prestación económica deprecada, razón por la cual tampoco  tendría derecho 

a lo accesorio como son los intereses moratorios de artículo 141 de la ley 100 de 1993, y a 

la indexación de mesadas pensionales. 
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EXCEPCIONES DE MERITO 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION. Fundamento esta excepción en el hecho de no estar 

obligado COLPENSIONES al RECONOCIMIENTO DE NINGUNA DE LAS PRETENSIONES 

propuestas por el demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI, toda vez que no es 

procedente el reconocimiento y pago de la Pensión Especial de Vejez a favor del 

demandante como funcionario del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, ya 

que conforme a la Historia Laboral actualizada del señor JORGE OLMEDO MORALES 

ECHEVERRY cuenta con 911 semanas desde el 01 de Junio de 1993 hasta 31 de Marzo del 

2017, las cuales incluyen tiempo cotizado al Instituto de Seguros Sociales hoy 

COLPENSIONES y el tiempo cotizado a entidades públicas desde el 12 de Enero de 1994 

hasta el 31 de Enero de 1997 cotizado en CAJANAL, sin embargo solo alcanza a reunir un 

total de  16 Años y 11 Meses. 

Conforme a lo anterior expuesto el demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI no 

cumple los requisitos legales establecidos en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, 

igualmente tampoco cumple los requisitos legales para ser beneficiario del Régimen de 

Transición y no cumple con los requisitos de edad mínima y semanas cotizadas en el 

Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el Artículo 9° de la Ley 797 del 2003. 

COBRO DE LO NO DEBIDO. COLPENSIONES como administrador de Régimen de Prima 

Media al reconocer y pagar una pensión, lo realiza con fundamento en la normativa 

vigente y de acuerdo con los principios generales de favorabilidad en edad, tiempo de 

servicios o semanas de cotizaciones y monto pensional, por lo cual, cuando el 

demandante sin asidero jurídico o fáctico reclama un derecho que no es procedente 

conforme a las normas vigentes incurre en un cobro de lo no debido. 

PRESCRIPCIÓN.  Sin implicar confesión o reconocimiento de derecho alguno, propongo en 

esta excepción la prescripción general del art. 151 del Código de Procedimiento Laboral 

para la totalidad de las obligaciones de tracto sucesivo que tuvieren tres (3) años o más 

desde la fecha de su causación hasta la fecha de notificación de la presente demanda. En 

concordancia con el art. 488 del Código Sustantivo de Trabajo que dice: 

          “Prescripción. Las acciones que emanan de las leyes sociales prescribirán en tres 

años, que se contarán desde que la respectiva  obligación se hizo exigible. El simple  

reclamo escrito del trabajador,  recibido por el patrono, sobre un derecho o prestación 

debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero solo por un lapso igual”. 

Evidentemente corresponde en primer término señalar que la prescripción como 

excepción no requiere mayor fundamentación, siendo obligación del aparato judicial 

resolver todo el tema de la extinción del derecho sin la limitación argumentativa de sus 

fundamentos de derecho, máxime cuando no se le puede imponer a las partes formulas 

sacramentales para alegar la prescripción extintiva,  

LA INNOMINADA. De conformidad con el inciso primero del artículo 282 del Código 

General del Proceso, respetuosamente solicito al Señor Juez, se sirva declarar esta 

excepción de oficio al momento de proferir Sentencia definitiva, frente a que toda 
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situación de hecho o derecho que sea advertida y probada en el transcurso del proceso y 

que favorezca los intereses de mí representada. 

Lo anterior en virtud a que cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una 

excepción, deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, 

compensación y nulidad relativa, las cuales deberá alegarse expresamente en la 

contestación de la demanda. 

PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. COLPENSIONES 

Mediante Actos Administrativos, entrego respuesta a las peticiones impetradas por la 

parte demandante JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI, conforme a las normas 

aplicables a su caso específico, notificándolo debidamente de acuerdo al Artículo 75 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, razón por la 

cual existe la presunción de legalidad de los Actos Administrativos expedidos por 

COLPENSIONES. 

COMPENSACION. Sin implicar reconocimiento de derecho alguno, fundamento esta 
excepción en la ocurrencia de cualquier pago reconocido y efectuado por parte de 
COLPENSIONES al demandante con o sin derecho, por indemnización, valor mayor pagado, 
devolución de aportes o cualquier otro concepto. 
 

Por consiguiente solicito respetuosamente a la  Honorable Juez, con base en los anteriores 

argumentos se declaren probadas las excepciones propuestas respecto de lo pretendido 

por la parte actora en el libelo de la demanda, pues de lo anterior queda plenamente claro 

que COLPENSIONES actuó conforme a derecho  y en su lugar se  absuelva a mí 

representada por todo cargo y se condene en costas al demandante. 

 

MEDIOS DE PRUEBA: 
 

Solicito comedidamente se decreten, practiquen y tengan en cuenta las siguientes 
pruebas:      
 
 

DOCUMENTAL. 
 

1. Expediente administrativo  de solicitud de prestaciones económicas del señor 
JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI   identificado con la Cedula de Ciudadanía 
6361864 

2. Solicito al señor Juez comedidamente tenga en cuenta las aportadas con la 
demanda que sean favorables a mi representado COLPENSIONES 

 

PRUEBAS OFICIOSAS  
Las   que   el   señor   Juez   consideré   decretar   para   obtener certeza jurídica 
suficiente al momento de proferir la respectiva sentencia. 

 
 

ANEXOS. 
 

 Memorial de Sustitución de Poder 
 Escritura Publica 3372 de fecha 02 de Septiembre del 2019 con nota de vigencia 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Invoco como fundamentos de derecho de la demandada Ley 100 de 1993, Ley 32 de 1986, 

Ley 33 de 1985, Parágrafo transitorio 5° del Acto Legislativo 01 de 2005, Decreto 2090 del 

2003,  Artículo 21 de la Ley 100 de 1993, Articulo 18 y 19 de la Ley 100 de 1993, el Decreto 

1158 de 1994 y el Decreto 1950 de 2005. 

 

SOLICITUD CONDENA EN COSTAS 

Solicito al Señor  Juez, en nombre de mi poderdante, que de ser negadas las pretensiones 

y condenas y probadas las excepciones de la demanda, la demandante sea condenada al 

pago de las costas y agencias en derecho a favor de COLPENSIONES, conforme al Artículo 

188 del C.P.A.C.A  y  del 365 del Código General del Proceso. 

Además, en el evento de prosperar parcialmente las excepciones propuestas solicito 

respetuosamente al señor Juez se condene igualmente al demandante al pago parcial o 

conjunto de las costas procesales y Agencias en Derecho, teniendo en cuenta al fallar, el 

Numeral 5 del art. 365 del Código General del Proceso. 

 

 

NOTIFICACIONES 
 

Las personales las recibiré en la Calle 22 Norte  Nº 6 AN-24 Oficina 606, Edificio Santa 
Mónica Central Cali o mediante Correo Electrónico dianabedon@yahoo.com. 
 
 
Atentamente, 
 
 

 
DIANA MARIA BEDON CHICA  
C.C Nº 38.551.759 Cali  
TP Nº 129.434 Consejo Superior de la Judicatura 
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Arellano Jaramillo & Abogados S.A.S. 

Calle 22 Norte # 6 AN 24 Oficina 606 Edificio Santa Mónica Central 
Cali – Colombia 
www.aja.net.co 

Doctor 
JUAN FERNANDO ARANGO BETANCOURT 
JUEZ TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO – VALLE DEL CAUCA.  
E.          S.         D. 
  

 
DEMANDANTE JORGE OLMEDO MORALES ECHEVERRI   C.C 6361864 

 
CÉDULA DTE. C.C 6361864 

DEMANDADO ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES 

RADICADO 76147333300320210007800 
 
PROCESO ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 

ASUNTO Sustitución de poder 
 
LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
16.736.240, portador de la Tarjeta Profesional No. 56.392 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en mi calidad de Representante Legal de la sociedad ARELLANO JARAMILLO & 
ABOGADOS SAS, identificada con Nit. No. 900.253.759-1, Apoderado General de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, según consta en 
Escritura Pública No. 3372 del 02 de septiembre de 2019 otorgada por la Notaría Novena 
(9°) del Círculo Notarial de Bogotá, me permito sustituir el poder a mi conferido al(a) 
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y segunda instancia, entre otros, para el cabal desempeño de este mandato. 

 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO 
C.C. No. 16.736.240 
T.P. 56.392 C.S. del C.S de la J.  
 
Acepto, 
 
 
 
 
 
DIANA MARIA BEDON CHICA 
C.C. 38.551.759 
T.P 129.434 del C.S. de la J. 
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